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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD

SUSPENSIÓN DE CONTRATO – Causas – Efectos 

La suspensión es la medida por la cual se acuerda el cese provisional de la ejecución del contrato, por la ocurrencia de circunstancias que lo impiden o lo dificultan. Las razones de aquella pueden ser de orden técnico, jurídico o económico. En la medida de lo posible, las entidades estatales, durante la fase de planeación debe precaver los riesgos que pueden afectar la ejecución normal del contrato, pero esto no elimina la probabilidad de que ocurran sucesos posteriores y extraordinarios que lleven a las partes a acordar la suspensión o que paralicen el contrato de facto, mientras se resuelven las situaciones que están incidiendo negativamente en el desarrollo del negocio o que lo están tornando imposible. Esto quiere decir que la suspensión puede ser acordada por las partes –como usualmente sucede y es lo más recomendable, siempre que existan motivos fundados para ello– o darse por la fuerza de los hechos, es decir, por la configuración de eventos externos e irresistibles que hagan imposible la ejecución del contrato durante un tiempo; es decir, por factores que constituyan razones de fuerza mayor o caso fortuito.

Mientras el contrato no se haya reiniciado, la suspensión genera tanto el congelamiento de las obligaciones principales como la neutralización del cómputo del plazo. De esta manera, “[…] se interrumpe temporalmente la ejecución, sin que ello extinga las obligaciones asumidas ni suponga terminación anticipada; durante ese período no se generan obligaciones de ejecución para las partes respecto de las prestaciones suspendidas y no corren los plazos de ejecución […]”.

LIQUIDACIÓN – Terminación del contrato 

El artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 contiene las reglas de tipo procedimental para liquidar los contratos estatales. Para estos efectos, en ejercicio de la autonomía de la voluntad y de conformidad con los criterios de la naturaleza, objeto y plazo del contrato, la entidad puede definir en el pliego de condiciones o en el contrato el plazo para efectuar la liquidación de mutuo acuerdo. En ausencia de pacto contractual, el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 prevé un término supletivo de 4 meses contados desde: i) el vencimiento del plazo previsto para la ejecución del contrato; ii) la expedición del acto administrativo que ordene la terminación del contrato; o, iii) la fecha del acuerdo que disponga la terminación del contrato. 

Por tanto, la suspensión del contrato impide la liquidación de este. Como aquella no implica terminación anticipada, la suspensión interrupte el vencimiento del plazo previsto para ejecutar las obligaciones pactadas. Luego, la competencia para liquidar supone alguno de los tres (3) eventos indicados en el párrafo precedente. Sin el cumplimiento de uno de estos presupuestos, no es posible la liquidación bilateral, unilateral o judicial del contrato, ya que el cruce de cuentas para precisar si las partes están a paz y salvo en el cumplimiento de sus obligaciones se realiza después la terminación del contracto. 

APROBACIÓN DE LA GARANTÍA – Suspensión – Actualización de coberturas 

El artículo 41 de la Ley 80 de 1993 prescribe en su inciso primero que los contratos estatales se perfeccionan “cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito”. Por su parte el inciso segundo establece que “Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía”, lo que se traduce en que, sin perjuicio del perfeccionamiento del contrato, no podrá ejecutarse sin que se hayan aprobado las garantías por parte de la entidad estatal contratante.

Para ejecutar el contrato después de suspendido, el contratista debe cumplir con la obligación de actualizar las coberturas, para lo cual deberá presentar el respectivo instrumento para la verificación por parte de la entidad estatal, quien procederá a su aprobación siempre que se cumplan con las condiciones pactadas en el contrato. Cabe aclarar que las garantías que debe presentar el contratista para aprobación de la entidad en el marco del artículo 41 de la ley 80 de 1993, corresponden a las garantías contractuales que cubren los riesgos asociados al contrato celebrado y a las obligaciones posteriores a su ejecución, esto es, la garantía única de cumplimiento –con sus respectivos amparos– y la garantía de responsabilidad civil extracontractual. 
























Bogotá D.C., 15 de Julio de 2026
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	Radicación:               
	Respuesta a la consulta con radicado No. 1_2026_06_26_008630                                    




Estimada señora Escobar Guzmán: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente responde su solicitud de consulta de fecha 26 de junio de 2026, donde –de forma particular y concreta– expone que:

“Por medio del presente escrito se solicita de manera respetuosa concepto jurídico sobre la situación que se expone a continuación, en relación con el contrato interadministrativo GN3406-2023 suscrito entre la Gobernación de Nariño y ETICNAR, cuyo objeto es ‘La Empresa de Tecnología, Imprenta y Comunicaciones de Nariño - ETICNAR se compromete a prestar el servicio de mantenimiento y parametrización del sistema de control de acceso en el edificio central de la Gobernación de Nariño, de acuerdo con las características técnicas establecidas en la propuesta’.
1. Hechos relevantes
1. El contrato interadministrativo antes referido inició el 1 de agosto de 2023 y tenía como fecha de finalización el 31 de diciembre de 2023.
2. El 29 de diciembre de 2023 se suscribió y publicó en SECOP II un acta de suspensión del contrato.
3. Antes de la suspensión se ejecutaron actividades propias del objeto contractual, por lo cual existe prestación efectiva del servicio.
4. Por error del contratista, la suspensión no fue informada oportunamente a la aseguradora para la actualización de las garantías.
5. Posteriormente se solicitó la expedición de una nueva póliza o la reactivación de las garantías, pero la aseguradora negó expresamente dicha posibilidad dado que las mismas se encontraban vencidas
6. En la actualidad se presenta una dificultad práctica y jurídica para reiniciar el contrato y para avanzar en su liquidación, pues se ha sostenido que mientras el contrato continúe en estado de suspensión no puede liquidarse ni reconocerse el pago de las actividades ejecutadas.
7. Adicionalmente, si se parte de la hipótesis de que el contrato habría debido ejecutarse hasta el 31 de diciembre de 2023, se advierte que la entidad se encuentra próxima a perder competencia temporal para liquidarlo, lo que hace aún más urgente definir la ruta jurídica procedente”.

Por tanto, solicita conceptuar sobre los siguientes aspectos: 

[bookmark: _Hlk95313578]“1. En un contrato interadministrativo suscrito entre la Gobernación de Nariño y ETICNAR, suspendido en SECOP II el 29 de diciembre de 2023, cuyo plazo inicial iba hasta el 31 de diciembre de 2023, ¿puede la entidad estatal proceder a su terminación y liquidación cuando no fue posible reactivar o expedir nuevas garantías por negativa expresa de la aseguradora? 
2. ¿La permanencia del contrato en estado de suspensión dentro de SECOP II impide jurídicamente su liquidación, o la entidad debe adoptar un acto de definición contractual que permita su cierre?
3. ¿Es procedente reconocer y pagar las actividades efectivamente ejecutadas antes de la suspensión, siempre que se encuentren debidamente soportadas y acreditadas?
4. Si se considera que el contrato, de no haberse suspendido, habría terminado el 31 de diciembre de 2023, ¿cuál es el criterio para contabilizar la competencia temporal de la entidad para liquidarlo?
5. ¿La suspensión contractual impide el conteo del término de competencia para liquidar, o dicho término debe analizarse a partir del vencimiento del plazo inicialmente pactado, en especial cuando no hubo reinicio y no fue posible recomponer las garantías?
6. ¿Cuál sería la actuación correcta en SECOP II para que el estado de suspensión no se convierta en una barrera indefinida para el cierre del expediente contractual?”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos concretos de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 
Por tanto, las afirmaciones que se realicen en el presente oficio no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Es decir, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias específicas que la hayan motivado, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta.  

I. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿procede la liquidación mientras el contrato está suspendido?, ii) ¿es posible hacer reconocimientos económicos de lo ejecutado antes de la suspensión? y iii) ¿es posible reiniciar la ejecución del contrato sin la actualización de las coberturas de la garantía única de cumplimiento? 

II. Respuestas:

	[bookmark: _Hlk171694685]Conforme a la interpretación general de las normas del sistema de compras públicas, la suspensión es la medida por la cual se acuerda el cese provisional de la ejecución del contrato, por la ocurrencia de circunstancias que lo impiden o lo dificultan. Aun cuando un contrato se suspenda, conserva vigencia, pues su plazo no ha vencido, precisamente uno de los efectos de la suspensión es que se detiene provisionalmente el cómputo del plazo y, además las obligaciones de las partes están pendientes de cumplimiento a cabalidad. Mientras el contrato no se haya reiniciado, dicha medida genera tanto el congelamiento de las obligaciones principales como la neutralización del cómputo del plazo. Luego, si ésta interrumpe el plazo contractual, durante la misma no es posible liquidar el contrato, ya que esta última supone su vencimiento.
El artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 contiene las reglas de tipo procedimental para liquidar los contratos estatales. Para estos efectos, en ejercicio de la autonomía de la voluntad y de conformidad con los criterios de la naturaleza, objeto y plazo del contrato, la entidad puede definir en el pliego de condiciones o en el contrato el plazo para efectuar la liquidación de mutuo acuerdo. En ausencia de pacto contractual, el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 prevé un término supletivo de 4 meses contados desde: i) el vencimiento del plazo previsto para la ejecución del contrato; ii) la expedición del acto administrativo que ordene la terminación del contrato; o, iii) la fecha del acuerdo que disponga la terminación del contrato. 
Por tanto, la suspensión del contrato impide la liquidación de este. Como aquella no implica terminación anticipada, la suspensión interrupte el vencimiento del plazo previsto para ejecutar las obligaciones pactadas. Luego, la competencia para liquidar supone alguno de los tres (3) eventos indicados en el párrafo precedente. Sin el cumplimiento de uno de estos presupuestos, no es posible la liquidación bilateral, unilateral o judicial del contrato, ya que el cruce de cuentas para precisar si las partes están a paz y salvo en el cumplimiento de sus obligaciones se realiza después la terminación del contracto. (Respuesta a las preguntas 2, 4 y 5)
Asimismo, en la medida que la entidad adopte una decisión sobre la terminación del contrato para efectos de su liquidación, es necesario tener en cuenta que en esta última –conforme a los incisos segundo y tercero del artículo 60 del EGCAP– “[…] las partes acordarán los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar” y en ella “[…] constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo”. Es decir, siempre que se cumpla con la carga de soporte y acreditación, las entidades pueden hacer los reconocimientos que estimen adecuados (Respuesta a la pregunta 3).  
Finalmente, el artículo 41 de la Ley 80 de 1993 prescribe en su inciso segundo que “Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía”, lo que se traduce en que, sin perjuicio del perfeccionamiento del contrato, no podrá ejecutarse sin que se hayan aprobado las garantías por parte de la entidad estatal contratante. Para ejecutar el contrato después de suspendido, el contratista debe cumplir con la obligación de actualizar las coberturas, para lo cual deberá presentar el respectivo instrumento para la verificación por parte de la entidad estatal, quien procederá a su aprobación siempre que se cumplan con las condiciones pactadas en el contrato. De este modo, con la aprobación de las garantías la entidad estatal estará acreditando el cumplimiento de la obligación del artículo 7 de la Ley 1150 de 2007, y entonces el contrato después de la suspensión podrá ejecutarse, siempre que se cumplan los demás requisitos establece el artículo 41 de la Ley 80 de 1993. 
Este marco normativo explica el alcance de las garantías en la etapa contractual y, dentro del mismo, los interesados adoptarán las decisiones que estimen pertinentes. Dado que no existe fundamento legal expreso para permitir que las obligaciones sean ejecutadas sin el cumplimiento de los requisitos del inciso segundo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, corresponde a los interesados y a sus asesores defender la gestión que decidan emprender, pues Colombia Compra Eficiente no es un órgano jurisdiccional ni de control. (Respuesta a la pregunta 1)
		En consecuencia, al tratarse de un análisis que debe realizarse en cada procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto sobre el objeto de la consulta, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. De esta manera, cada uno de ellos definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. (Respuesta a la pregunta 6)



III. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

La suspensión es la medida por la cual se acuerda el cese provisional de la ejecución del contrato, por la ocurrencia de circunstancias que lo impiden o lo dificultan[footnoteRef:1]. Las razones de aquella pueden ser de orden técnico, jurídico o económico. En la medida de lo posible, las entidades estatales, durante la fase de planeación debe precaver los riesgos que pueden afectar la ejecución normal del contrato, pero esto no elimina la probabilidad de que ocurran sucesos posteriores y extraordinarios que lleven a las partes a acordar la suspensión o que paralicen el contrato de facto, mientras se resuelven las situaciones que están incidiendo negativamente en el desarrollo del negocio o que lo están tornando imposible. Esto quiere decir que la suspensión puede ser acordada por las partes –como usualmente sucede y es lo más recomendable, siempre que existan motivos fundados para ello– o darse por la fuerza de los hechos, es decir, por la configuración de eventos externos e irresistibles que hagan imposible la ejecución del contrato durante un tiempo[footnoteRef:2]; es decir, por factores que constituyan razones de fuerza mayor o caso fortuito[footnoteRef:3]. Como explica la doctrina: [1:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 1 de octubre de 2018. Consejera Ponente: Marta Nubia Velásquez Rico. Expediente: 57.897.]  [2:  Cfr. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 1 de junio de 2017. Consejero Ponente: Ramiro Pazos Guerrero. Expediente: 36.117, en la cual se analizó la suspensión de un contrato estatal debido a un paro armado promovido por grupos al margen de la ley en el sitio de ejecución de la obra.]  [3:  El artículo 64 del Código Civil define la fuerza mayor o caso fortuito como “el imprevisto o que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc”.] 


“[…] la suspensión como parálisis transitoria del contrato, es provechosa para los intereses públicos cuando no siendo posible continuar con su ejecución por circunstancias imputables a la Administración o por hechos externos, se erige en la medida salvadora para detener el taxímetro creciente que en ciertos contratos implica la permanencia de personal o uso de maquinaria o la existencia de condiciones de ejecución dispuestas por el contratista. Frente a la imposibilidad inmediata de acometer el contrato, muchas veces puede ser conveniente suspenderlo para que el contratista tome las medidas del caso en procura de evitar costos innecesarios para el erario. 
Hemos dicho que causas atribuibles a la entidad podrían propiciar la suspensión por cuanto muchas veces el incumplimiento de estrictos deberes de conducta a desarrollarse durante la fase preparatoria y de planeación, afectan la ejecución por ausencia de requisitos indispensables, como serían licencias y permisos ambientales o de construcción o la falta de los terrenos indispensables para las obras por demoras en su adquisición. Claro está que la imputación de responsabilidad para la entidad genera derechos pecuniarios resarcibles para el contratista que no pueden eliminarse ni negarse, pero si reducirse mediante la suspensión del contrato. 
También hechos ajenos a las partes como podrían ser fenómenos de la naturaleza o acciones del hombre pueden alterar el desarrollo del contrato, incluso impidiendo la ejecución de manera por lo menos, dentro de una previsión normal, transitoria. 
Bajo las condiciones expuestas, la suspensión del contrato debe hacerse de común acuerdo entre las partes. El convenio que la contenga debe consignar las razones que la fundamentan y las medidas que se van a adoptar para hacerla viable, así como las condiciones indispensables para reiniciar la ejecución del contrato. Como acuerdo que es, implica la necesaria concurrencia de la voluntad del contratista. No se vería razón para la negativa de este siendo que la imposibilidad de ejecución y la ausencia de una medida semejante, irían en contra de sus intereses por el acortamiento del plazo contractual […]”[footnoteRef:4]. [4:  DÁVILA VINUEZA, Luis Guillermo. Regímen jurídico de la contratación estatal. Cuarta edición. Bogotá: Tirant lo Blanch, 2026. pp. 745-746. ] 


Por lo tanto, aun cuando un contrato se suspenda, conserva vigencia, pues su plazo no ha vencido, precisamente uno de los efectos de la suspensión es que se detiene provisionalmente el cómputo del plazo y, además las obligaciones de las partes están pendientes de cumplimiento a cabalidad[footnoteRef:5].  [5:  “[…] en pronunciamiento del año 2012, la Sala de esta Subsección señaló que la suspensión del contrato, más estrictamente de la ejecución del contrato, como medida excepcional procede, por regla general, de consuno entre las partes, cuando situaciones de fuerza mayor, caso fortuito o de interés público impidan, temporalmente, cumplir el objeto de las obligaciones a cargo de las partes contratantes, de modo que el principal efecto que se desprende de la suspensión es que las obligaciones convenidas no pueden hacerse exigibles mientras perdure la medida y, por lo mismo, el término o plazo pactado del contrato (de ejecución o extintivo) no corre mientras permanezca suspendido. Por esa misma razón, la suspensión debe estar sujeta a un modo específico, plazo o condición, pactado con criterios de razonabilidad y proporcionalidad, acorde con la situación que se presente en cada caso, pero no puede permanecer indefinida en el tiempo” (Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 16 de julio de 2015. Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera. Expediente: 31.634).] 

Ahora bien, cuando se suscribe un acta de suspensión puede establecerse, en ejercicio de la autonomía de la voluntad, que el plazo del contrato se reactivará una vez se firme el acta de reinicio correspondiente. La firma de estos documentos corresponde principalmente a las partes del contrato inicial. En esta medida, por ejemplo, no corresponde a los supervisores ni a los interventores acordar con el contratista la suspensión o el reinicio de las actividades. Esta facultad recae sobre el jefe de la entidad contratante –o su delegado– y el contratista. Esto sin perjuicio de que, conforme a la misma autonomía de la voluntad y en consideración a las razones que han motivado el cese provisional de la ejecución del contrato, otra metodología que pueden emplear las partes para elaborar el acta de suspensión es indicar en ella que la ejecución se reactivará cuando se cumpla un determinado plazo o condición, de manera automática, sin necesidad de suscribir un acta de reinicio. 
Mientras el contrato no se haya reiniciado, la suspensión genera tanto el congelamiento de las obligaciones principales como la neutralización del cómputo del plazo. De esta manera, “[…] se interrumpe temporalmente la ejecución, sin que ello extinga las obligaciones asumidas ni suponga terminación anticipada; durante ese período no se generan obligaciones de ejecución para las partes respecto de las prestaciones suspendidas y no corren los plazos de ejecución […]”[footnoteRef:6]. Luego, si la suspensión interrumpe el plazo contractual, durante la misma no es posible liquidar el contrato, ya que esta última supone su vencimiento. [6:  CHAMIÉ GANDUR, José Félix. Mecanismos de adaptación y conservación del contrato estatal. En: Las actuaciones y los procedimientos en la contratación estatal. Bogotá: Universidad Externando de Colombia, 2026. pp. 376.] 

El artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 contiene las reglas de tipo procedimental para liquidar los contratos estatales. Para estos efectos, en ejercicio de la autonomía de la voluntad y de conformidad con los criterios de la naturaleza, objeto y plazo del contrato, la entidad puede definir en el pliego de condiciones o en el contrato el plazo para efectuar la liquidación de mutuo acuerdo. En ausencia de pacto contractual, el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 prevé un término supletivo de 4 meses contados desde: i) el vencimiento del plazo previsto para la ejecución del contrato; ii) la expedición del acto administrativo que ordene la terminación del contrato; o, iii) la fecha del acuerdo que disponga la terminación del contrato. 
Por tanto, la suspensión del contrato impide la liquidación de este. Como aquella no implica terminación anticipada, la suspensión interrupte el vencimiento del plazo previsto para ejecutar las obligaciones pactadas. Luego, la competencia para liquidar supone alguno de los tres (3) eventos indicados en el párrafo precedente. Sin el cumplimiento de uno de estos presupuestos, no es posible la liquidación bilateral, unilateral o judicial del contrato, ya que el cruce de cuentas para precisar si las partes están a paz y salvo en el cumplimiento de sus obligaciones se realiza después la terminación del contracto.
		Lo anterior en la medida que la liquidación corresponde al momento en el cual, una vez concluido el contrato estatal, las partes cruzan cuentas respecto de sus obligaciones. Por tanto, su objetivo es determinar si pueden declararse a paz y salvo mutuo o si, por el contrario, existen aún obligaciones por cumplir, para acordar la forma en que deben ser finalizadas[footnoteRef:7]. Según la jurisprudencia, la liquidación es el ajuste de cuentas donde las partes hacen un balance económico, técnico y jurídico del cumplimiento de las obligaciones que tienen a su cargo. Así lo manifestó el Consejo de Estado en la Sentencia del 20 de octubre de 2014, en la que consideró, por un lado, que liquidar supone un ajuste en relación con las cuentas y el estado de cumplimiento del contrato estatal y, por el otro, que la liquidación debe incluir el análisis de las condiciones de calidad y oportunidad en la entrega de los bienes, obras o servicios, así como el balance económico y el comportamiento financiero del negocio[footnoteRef:8].  [7:  “La última formalidad que deben cumplir los contratos de la Administración dentro del marco jurídico de la contratación estatal se refiere a la liquidación, definida, en principio, como un negocio jurídico bilateral cuyo objeto es la realización del corte de cuentas entre las partes contratantes, en el cual queda establecida la relación directa entre las prestaciones ejecutaras, el valor cobrado por las mismas y su cancelación por parte del deudor de estas, sin perjuicio de los descuentos económicos a que haya lugar con motivo de la aplicación de estipulaciones contractuales específicas” (EXPOSITO, Juan Carlos. Forma y contenido del contrato estatal. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, p. 89 y 90).]  [8:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección C. 20 de octubre de 2014, M.P: Enrique Gil Botero. Exp. 27.777. Allí se dijo: “[…] liquidar supone un ajuste expreso y claro sobre las cuentas y el estado de cumplimiento de un contrato, de tal manera que conste el balance tanto técnico como económico de las obligaciones que estuvieron a cargo de las partes. En cuanto a lo primero, la liquidación debe incluir un análisis detallado de las condiciones de calidad y oportunidad en la entrega de los bienes, obras o servicios, y el balance económico dará cuenta del comportamiento financiero del negocio: recursos recibidos, pagos efectuados, estado del crédito o de la deuda de cada parte, entre otros detalles mínimos y necesarios para finiquitar una relación jurídica contractual”.] 

		Asimismo, en la medida que la entidad adopte una decisión sobre la terminación del contrato para efectos de su liquidación, es necesario tener en cuenta que en esta última –conforme a los incisos segundo y tercero del artículo 60 del EGCAP– “[…] las partes acordarán los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar” y en ella “[…] constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo”. Esto hace que la liquidación no sólo sea un medio para resolver asuntos relacionados con el desequilibrio económico del contrato, sino también un mecanismo alternativo de solución de conflictos. 
		En esta última faceta, las liquidaciones corresponden a negocios de fijación, esto es, “[…] declaraciones de voluntad, unilaterales o bilaterales, emitidas por aquéllos que estando ya vinculados en virtud de una relación jurídica previa incierta que todavía no se ha extinguido, decide o deciden dotarla de certidumbre y seguridad asumiendo una obligación: la de pasar y estar a las consecuencias derivadas de la admisión de la relación jurídica fijada […]”[footnoteRef:9]. Es decir, siempre que se cumpla con la carga de soporte y acreditación, las entidades pueden hacer los reconocimientos que estimen adecuados. [9:  SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, Carmen. Los negocios de fijación. Valencia: Tirant lo Blach, 2003 pp. 214-215. Para la autora, “[…] En la medida en que mediante los negocios de fijación, los interesados deciden sustituir el conocimiento jurisdiccional del asunto controvertido por la autocomposición negocial del conflicto, desde un punto de vista procesal, aparecen en la que llamamos fase previa, evitando, en su caso, la celebración de un juicio” (Ibidem, p. 216). En un sentido similar, JARAMILLO, Carlos Ignacio. El 'iter'contractual y la liquidación del contrato. Aproximacion a los actos, o negocios jurídicos de fijación y a las declaraciones constitutivas de un “paz y salvo”, “corte de cuentas”, o un “finiquito”: aplicación de la regla venire contra factum proprium non valet y de la doctrina de los actos propios. En: Derecho privado: estudios y escritos de derecho patrimonial. Tomo III. Volumen 5. Bogotá: Grupo Editorial Ibañez – Universidad Pontificia Javeriana – Centro de Estudios de Derecho Privado, 2025. pp. 3089-3105.  ] 

Finalmente, el artículo 41 de la Ley 80 de 1993 prescribe en su inciso primero que los contratos estatales se perfeccionan “cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito”. Por su parte el inciso segundo establece que “Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía”, lo que se traduce en que, sin perjuicio del perfeccionamiento del contrato, no podrá ejecutarse sin que se hayan aprobado las garantías por parte de la entidad estatal contratante.
Para ejecutar el contrato después de suspendido, el contratista debe cumplir con la obligación de actualizar las coberturas, para lo cual deberá presentar el respectivo instrumento para la verificación por parte de la entidad estatal, quien procederá a su aprobación siempre que se cumplan con las condiciones pactadas en el contrato. Cabe aclarar que las garantías que debe presentar el contratista para aprobación de la entidad en el marco del artículo 41 de la ley 80 de 1993, corresponden a las garantías contractuales que cubren los riesgos asociados al contrato celebrado y a las obligaciones posteriores a su ejecución, esto es, la garantía única de cumplimiento –con sus respectivos amparos– y la garantía de responsabilidad civil extracontractual[footnoteRef:10]. [10:  De conformidad con el artículo 2.2.1.2.3.1.5 del Decreto 1082 de 2015, “La responsabilidad extracontractual de la administración derivada de las actuaciones, hechos u omisiones de sus contratistas o subcontratistas solamente puede ser amparada con un contrato de seguro”.] 

En este contexto, la obligación de constituir las garantías contractuales y su aprobación tiene como propósito cumplir con el requisito de ejecución, pues estas se erigen como un “instrumento para salvaguardar intereses de carácter general, garantizar el adecuado cumplimiento del objeto contractual y proteger el patrimonio público de los detrimentos que se puedan causar con ocasión de eventuales incumplimientos en que incurra el contratista”[footnoteRef:11]. En este sentido, previo a la aprobación de las garantías pactadas en el contrato, la entidad debe realizar la respectiva verificación de los amparos y suficiencia de las garantías exigidas, con la finalidad de asegurar que estas protejan el patrimonio del Estado de los perjuicios que eventualmente se derivarían de la materialización de los riesgos amparados.  [11:  Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 14 de junio del 2019. Radicación número: 11001 03 26 000 2009 00047 00 (36860). C.P: Carlos Alberto Zambrano Barrera.] 

Esta labor de verificación por parte de la entidad implica validar el origen de las garantías y revisar “que los valores asegurados coincidan con los que se exigieron en el contrato, así como su vigencia; verificar que estén identificados plenamente el tomador y el beneficiario, y que vengan adjuntas las condiciones generales de la póliza. Sólo con la certeza que brinda este análisis, se puede tener la seguridad que no se causarán perjuicios al ente estatal. De tal manera, una vez revisada la póliza, sus anexos (condiciones generales) y su contenido y si está de acuerdo con lo exigido, se impartirá la aprobación correspondiente”[footnoteRef:12]. De este modo, con la aprobación de las garantías la entidad estatal estará acreditando el cumplimiento de la obligación del artículo 7 de la Ley 1150 de 2007, y entonces el contrato después de la suspensión podrá ejecutarse, siempre que se cumplan los demás requisitos establece el artículo 41 de la Ley 80 de 1993.  [12:  Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A. Sentencia del 25 de enero del 2018. Radicación número: 11001-03-25-000-2011-00489-00(1924-11). C.P: Gabriel Valbuena Hernández.] 

Este marco normativo explica el alcance de las garantías en la etapa contractual y, dentro del mismo, los interesados adoptarán las decisiones que estimen pertinentes. Dado que no existe fundamento legal expreso para permitir que las obligaciones sean ejecutadas sin el cumplimiento de los requisitos del inciso segundo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, corresponde a los interesados y a sus asesores defender la gestión que decidan emprender, pues Colombia Compra Eficiente no es un órgano jurisdiccional ni de control. 
		En consecuencia, al tratarse de un análisis que debe realizarse en cada procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto sobre el objeto de la consulta, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. De esta manera, cada uno de ellos definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.
       
IV. Referencias normativas:

	· Ley 80 de 1993, artículos 41 y 60.
· Ley 1150 de 2007, artículos 7 y 11.  



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Este y otros conceptos de la Subdirección se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
        
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: Texto
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